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Introducción

La  Comisión  de  Legislación  del  Trabajo  y  la  Seguridad  Social  de  la  Cámara  de
Representantes tiene a su estudio un proyecto que propone modificar la Ley 17515 que
desde 2002 regula el trabajo sexual en el país. Si bien los antecedentes normativos para
dar cuenta del  fenómeno social  y mercantil  de la prostitución en Uruguay hunden sus
raíces en los orígenes mismos del Estado Nacional2, ciertamente es con el retorno a la
democracia en 1985 que se visibiliza el  reclamo de  las trabajadoras sexuales por  un
marco jurídico más adecuado para el desarrollo del meretricio. Luego de una serie de idas
y  vueltas,  el  Parlamento  culmina  en  2002  un  proceso  de  casi  10  años  de estudio  y
discusión  gestando  una  Ley  que  reconoce  en  la  prostitución  un  trabajo  sexual,
definiéndose  las  características  que  el  mismo  debía  cumplir  sobre  todo  en  términos
sanitarios y de control gubernamental. 

Legislar  en  estas  materias  no  es  tarea  sencilla.  Los  análisis  legislativos  comparados
distinguen tres grandes modelos a la hora de vincular  el  Derecho con la prostitución:
prohibicionismo;  reglamentarismo y  abolicionismo.  Desde  nuestro  punto  de  vista,
Uruguay  ha  tenido  una  historia  de  oscilaciones  entre  posiciones  abolicionistas  y
reglamentaristas. El pico de mayor expresión del abolicionismo, como hemos explicado
antes3 tuvo lugar con la aprobación de la Ley 8080 que persigue el proxenetismo, en la
que  jugaron un rol  relevante los feminismos del  900 bajo  el  liderazgo entre otras,  de
Paulina Luisi. Sin embargo, la inmediata Reglamentación de la Ley de 1927 desnudó la
fuerte  presencia  del  reglamentarismo,  corriente  que  desde  entonces  adquiriría  mayor
protagonismo en la escena pública. 

Como dato anecdótico, veinte años atrás, el Parlamento no gestó ninguna discusión en el
marco del debate regulacionismo vs abolicionismo. Probablemente el consenso en ambas
Cámaras reflejaba entonces una gran ausencia de los discursos filosóficos de fondo en
estas materias. Hoy la situación es diferente: estos temas están más presentes tanto en el
escenario internacional como nacional; el movimiento feminista se muestra más diverso
integrando  desde  feminismos  radicales  hasta  de  corte  más  liberal;  y  las  bancadas
partidarias seguramente también expresen estas diversidades.  

Desde mi punto de vista, son dos los posibles puntos de partida con repercusiones en el
tratamiento político que le cabría a la prostitución.  

El  primero de ellos es partir  de la base que la prostitución  es un hecho antiquísimo,
presente  en  todas  las  sociedades  modernas  y  que  más  allá  de  nuestras  posiciones
individuales corresponde al Estado intervenir para asegurar las mejores condiciones
posibles tanto  para  demandantes  como  ofertantes.  De  esta  postura  participan,  por
ejemplo, las trabajadoras sexuales organizadas. Así como en la Ley de 2002 tuvo una

1 Instituto  de  Sociología  Jurídica,  Facultad  de  Derecho,  UdelaR.  Autor  de  varios  libros  y  artículos
científicos referidos al sistema prostitucional. 

2 Un primer antecedente lo encontramos bajo el Gobierno de Latorre con un Reglamento de 1882 que
finalmente se ejecuta con el Gobierno de Santos. Antes, según señala Trochón (2003) hubo intenciones
de reglamentación por parte de Vilardebó, en el  año 1836.

3 Ver Guerra y Gallardo (2021). “Feminismos y modelos prostitucionales. Análisis para el caso uruguayo”,
en Revista Latinoamericana de Sociología Jurídica, Año 2, N. 3, p. 270 – 299. 



activa participación AMEPU, en la actual propuesta ha tenido una particular influencia el
colectivo OTRAS. 

Un segundo punto de partida es radicalmente diferente. La prostitución es interpretada
como una institución fundamental del patriarcado, uno de esos espacios en los que
la masculinidad más hegemónica se sigue expresando a sus anchas y la mujer se
convierte en mero objeto de consumo. Quienes miran el fenómeno prostitucional desde
esta visión, no admitirán una mirada reglamentarista, sino que procurarán incidir en una
visión de género más amplia, evitando naturalizar la prostitución y procurando limitar el
mercado del sexo por medio de campañas de sensibilización y persecución al cliente. 

Es  cierto  que  en  el  medio  pueden  visualizarse  caminos  de  transición.  Yo  mismo  he
propuesto una tercera vía en mi libro “La Prostitución en Uruguay. Entre el trabajo y la
explotación sexual”. Esa tercera vía, debe partir de la realidad, pero también establecer
una estrategia de largo plazo que contribuya a avanzar hacia un modelo que no naturalice
el sistema prostituyente. 

¿En cuál de las diferentes tendencias ubicamos la propuesta legislativa?

En Uruguay la perspectiva prohibicionista no ha tenido nunca una postura significativa.
Más  bien,  como  hemos  dicho,  las  disputas  históricas  más  relevantes  fueron  entre  el
abolicionismo  (con  sus  identidades  específicas  en  el  feminismo  del  900)  y  el
reglamentarismo. Más aquí en el tiempo, existen colectivos feministas que apoyan uno u
otro enfoque. 

Tanto  abolicionismos  como  reglamentarismos  en  el  S.  XXI  han  mudado  sus
características. El primero de ellos, por ejemplo, ha incoporado una visión de género y de
los  Derechos  Humanos  para  avanzar  hacia  legislaciones  que  limiten  y  persigan  el
consumo del sexo.  El  Reglamentarismo, por  su parte,  ha incorporado una perspectiva
“laboralista” que proyecta un mercado del sexo sin mayores diferencias respecto a otros,
en  los  que  pueda  existir  relacionamiento  laboral  y  por  lo  tanto  trabajadores/as  y
empleadores/as. Como se comprenderá, un enfoque de este tipo implicaría suprimir las
leyes que persiguen el proxenetismo (al menos cuando existe consentimiento por parte de
la víctima) y que no permiten la actividad empresarial lucrativa. Mientras que Suecia y
Francia son referentes del primer enfoque, Alemania y Holanda lo son de este último.

Teniendo en cuenta este contexto, creo que el Proyecto que estamos analizando, integra
características y aspectos de varias de estas posiciones. Vayamos al grano: claramente
no es un proyecto prohibicionista y obviamente tiene muchos aspectos reglamentaristas
aunque también integra elementos propios del abolicionismo y del laboralismo. 

Quizá este esfuerzo de síntesis y esta suerte de eclecticismo no deje plenamente
conforme a nadie: desde el espectro más liberal se señalará que se trata de un proyecto
con  muchas limitaciones  para  el  ejercicio  de  la prostitución  como  una  actividad  libre
desempeñada por personas que están en pleno derecho de decidir qué hacer con sus
cuerpos  y sexualidades.  Desde el  punto  de  vista  abolicionista,  se  cuestionará  que  el
Proyecto sigue girando en torno a los cuerpos prostituidos y nada menciona respecto a
los sujetos  prostituyentes.  

¿Qué esconde, entonces, esta intención de beber de varias fuentes? Creo advertir en
los/as legisladores/as que presentaron el texto, una sana intención de generar un modelo
propio, que al menos logre impactar en algunos aspectos claves (p.e. superar las bases



higienistas y policiales de la Ley actual), garantizando el pleno ejercicio de los derechos
de aquellas personas que libre y maduramente deciden ejercer el trabajo sexual, pero a
su vez incluyendo algunas  restricciones  que  dan  cuenta de una  actividad  a la que
claramente no se pretende dejar librada a las fuerzas del mercado. 

Eso entiendo se ha logrado, pero al costo de desnudar algunas de esas tensiones entre
paradigmas  en  disputa.  El  resultado  es  una  norma  que  mejora  algunos  de  los
aspectos más críticables de la Ley actual, que innova incorporando limitaciones a
un mercado claramente atípico y que no cede terreno frente a las corrientes que
buscan flexibilizar el delito de proxenetismo. En síntesis, un buen esfuerzo aún con las
dificultades de no responder a ninguno de los modelos puros. 

Sus  principales  limitaciones  en  ese  sentido,  estarán  íntimamente  ligadas  al  punto  de
partida  que  cada  analista  tenga  sobre  el  fenómeno  prostitucional.  Es  así  que  los
reglamentaristas y laboralistas puros tendrán una larga lista de “imperfecciones” seguida
de otra no menor, pero distinta, por parte de quienes se paren desde el abilicionismo. 

Análisis del articulado

Veamos a continuación algunos  de los prinicipales cambios  propuestos por  el  texto a
estudio del Parlamento. 

El Art. 1 es de mucha importancia pues define al trabajo sexual. En el texto actual, el Art. 2
es el  encargado de definir  al  trabajo sexual  y lo hace de una manera muy restrictiva
(tomando como sinónimo al trabajo sexual y a la prostitución; pero además estableciendo
posible  remuneración en especie).  En  este caso tenemos una definición más lograda
aunque algo inflacionada para mi gusto: 

"Es trabajo sexual la prestación de servicios de índole erótico-sexual a cambio de
una remuneración pecuniaria.  La  reglamentación deberá  prever  las condiciones
socio ambientales que garanticen un trabajo digno, respetuoso de los derechos
humanos y una convivencia acorde al ordenamiento jurídico y en la interpretación
de  la presente  ley deberá primar la  protección de  las personas que  ejercen  el
trabajo sexual".

En todo caso, desde la primera vez que leí la propuesta de modificación lo que me llamó
la atención es que se hiciera mención a la necesidad de respetar los Derechos Humanos.
Yo evitaría una mención de ese tipo, al menos por dos razones. Por un lado, creo que es
una  expresión innecesaria,  toda  vez que  cualquier  actividad que se  regule debe ser
respetuosa de los Derechos Humanos. Pero por otro lado, incorporar esa mención puede
ser interpretado como que el legislador toma partido por aquella postura filosófica que no
ve ninguna incompatibillidad entre los mercados del sexo y el ejercicio de los Derechos
Humanos4.  No  me quedan dudas que  los derechos de las trabajadoras  sexuales  son
Derechos  Humanos,  pero...  ¿eso  implica  justificar  que  el  varón  prostituyente  tenga
derechos de compra para acceder a los cuerpos de terceros en el marco de los Derechos
Humanos? Lo mismo ocurre aunque en otros planos, con el concepto del “trabajo digno”.
Incorporarlo en el primer artículo que define al trabajo sexual, puede ser visto como una
postura filosófica. Como es sabido, hay dos bibliotecas respecto a si las actividades de los
4 Recordemos la polémica desatada en 2015 cuando Amnistía Internacional informó su postura favorable

al  trabajo  sexual  desde  la  óptica  de  los  Derechos  Humanos.  El  tema  es  amplísimo  y  no  puedo
desarrollarlo  en estas  líneas,  pero muchas abolicionistas se preguntan:  “¿Es  un Derecho Humano
prostituir? ¿Y ser prostituidas/os?”: 



mercados del sexo pueden catalogarse como trabajo; postular que es un trabajo digno es
dar  otro paso  que tiene  repercusiones  desde lo estrictamente  teórico – filosófico.  Me
pregunto: ¿vale la pena generar esa discusión? Creo que lo más conveniente es ir a una
definición amplia y operativa antes que con categorías con alto impacto de significados5. 

El Art. 2 también es de mucha importancia simbólica: 

"ARTÍCULO 2º.- Son trabajadores sexuales las personas mayores de diecinueve
años de edad plenamente capaces,  que  en forma voluntaria  y habitual  ofrecen
servicios sexuales.
La explotación sexual y la trata de personas con motivos sexuales no se considera
trabajo sexual de acuerdo a las Leyes N° 17.815, de 14 de setiembre de 2004 y N°
19.643, de 14 de agosto de 2018 respectivamente".

Aquí tenemos uno de esos guiños al abolicionismo, o al menos a esa visión que intenta
posicionarse más allá de las posturas laboralistas: se posterga la edad de inicio en el
trabajo sexual a los 19 años de edad. De mi parte, pleno acuerdo con una medida de este
tipo. Como ya he señalado, el trabajo sexual no es un trabajo como cualquier otro, y por lo
tanto, la Ley debería establecer algunos criterios limitantes tanto desde la oferta como
desde la demana. La edad es una de esas variables en las que se puede incidir. Hay
ejemplos de países y regiones en las que la edad mínima es a los 21 años (de hecho, en
lo  personal  hubiera  establecido  ese  mínimo  en  la  modificación  a  la  Ley).  Las
particularidades de este mercado, ameritan un retraso en la edad mínima de ingreso, algo
que incluso ya es usual  en otras ocupaciones ya sea por  la vía de los hechos o del
derecho.

El Art 4 revela las intenciones de este Texto para avanzar sobre las posturas basadas en
el higienismo y control policial de la Ley vigente. Aún así, mantiene la obligatoriedad de un
carné habilitante, aunque esta vez a cargo del MTSS. Mi  pregunta es ¿qué necesidad
tenemos como sociedad de  obligar  a que  las  trabajadoras  sexuales tengan un carné
habilitante? Yo no encuentro ninguna, salvo en lo relacionado con la salud. Pero para ello
ya existe el carné de salud, que además es obligatorio para todo trabajador. 

En este caso, se opta por darle al Ministerio de Trabajo un rol protagónico. Se trata esta
vez de un guiño a las corrientes laboralistas. Por primera vez en la historia del Uruguay,
los Ministerios de Interior y de Salud Pública dejarán de asumir roles estratégicos en estas
áreas. Desde mi punto de vista, es algo coherente con la necesidad de darle al trabajo
sexual una identidad desde lo laboral. Bienvenida esta propuesta. El Ministerio del Interior
tendrá que focalizarse en perseguir el proxenetismo, la explotación sexual y la Trata (que
bastantes conexiones tienen con el mundo de la prostitución). El trabajo sexual no tiene
sentido siga bajo  su jurisdicción.  El  MSP por  su lado,  seguirá siendo de fundamental
importancia en lo relacionado a la vigilancia de la salud, pero seguramente no mucho más
allá de lo que ocurre con otras ocupaciones.

En el mismo plano, opera el Art. 5, aunque esta vez en referencia a las potestades de
inspección:  “El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y el Ministerio de Salud Pública
tendrán  la  facultad  de  inspeccionar  todos  los  locales  en  que  se  ejerza  el  trabajo
sexual /.../”. 
5 La  Asociación  de  Mujeres  Meretrices  Argentinas  (AMMAR)  postulaba  hace  unos  años  la  siguiente
definición legal del  trabajo sexual:  “Es Trabajo Sexual  la actividad voluntaria y autónoma de ofrecer y/o
prestar servicios de índole sexual a cambio de un pago para beneficio propio”.  Creo que una definición
operativa de ese tipo sería más adecuada. 



Aquí el cambio consiste en pasar las funciones de inspección del Ministerio del Interior al
Ministerio  del  Trabajo,  permaneciendo  la  potestad  del  MSP para  llevar  a  cabo  esas
inspecciones. En todo caso, sería importante señalar que otras dependencias también
podrán ingresar junto al MSP y MTSS. Es el caso del INAU. Tampoco hay que desatender
el rol del Ministerio del Interior en las inspecciones. Recordemos que el ambiente en los
locales donde se ejerce el trabajo sexual, sobre todo por las noches, es muy particular. La
presencia de la autoridad policial muchas veces facilita el trabajo conjunto de todas las
dependencias. 

El Capítulo II por su parte refiere a la Comisión Nacional de Trabajo Sexual y el Registro
Nacional de Trabajadores (sic) Sexuales. Hay por un lado, un cambio de denominación de
la Comisión Nacional  Honoraria de Protección al  Trabajo Sexual que pasa a llamarse
Comisión  Nacional  de  Protección  al  Trabajo  Sexual.  Respecto  a  su  integración,  nos
resulta curiosa. Me parece bien que lo presida un representante del Ministerio de Trabajo
y Seguridad Social y que la integren un representante del MSP, de ASSE, del MIDES y del
Congreso de Intendentes.  Por parte de la sociedad civil se menciona un representante
del  PIT-CNT y  dos  delegados  del  sindicato  más  representativo  de  las  personas que
ejercen el trabajo sexual, designado por ellos mismos". Francamente no entiendo porqué
debería estar el PIT CNT en esta Comisión, toda vez que hay lugar para dos delegados
sindicales  del  sector.  Tampoco  comprendo  la  ausencia  del  INAU  (creo  que  en  su
estrategia  contra  la  explotación  sexual,  es  positivo  integrar  estos  espacios
interinstitucionales,   que  por  ejemplo  faciltan  luego  el  disponer  de  inspecciones  o
campañas en conjunto).  También sería conveniente contar con una delegación por parte
de asociaciones civiles que acompañen y tengan programas de apoyo a las trabajadoras
sexuales y probablemente también de la UdelaR (yo mismo he participado en algunas
reuniones de la Comisión y he podido observar la importancia de establecer vínculos para
potenciar programas de investigaciones y extensión con el sector). 

El Capítulo III refiere a las condiciones y lugares para el ejercicio del trabajo sexual. Aquí
llama la atención otra norma limitativa de este Texto: la imposibilidad de vender bebidas
alcohólicas en los locales. Sabido es que las whiskerías son un modelo de negocios que
justamente combinan la venta de alcohol con el comercio carnal. Se trata de una medida
que seguramente va a ser resistida por consumidores, propietarios de locales e incluso
las  mismas  trabajadoras  que  se  llevan  un  porcentaje  por  ventas.  ¿Razones?
Seguramente enviar un mensaje simbólico o proteger  las condiciones laborales de las
trabajadoras. Si es así, bienvenido, aunque seguramente encontrará fuertes resistencias. 

El Art 28 incluye un agregado interesante: 

“Estos establecimientos para su instalación y funcionamiento deberán contar con la
habilitación  departamental  correspondiente,  así  como  con  la  que  otorgará  el
Ministerio  de Trabajo y  Seguridad  Social  y  el  Ministerio  de Salud  Pública.  Sus
responsables o el personal de los establecimientos no podrán tener antecedentes
penales o involucramiento en los delitos de Trata y Tráfico de personas con fines
de comercio sexual; explotación sexual de niños, niñas y adolescentes; violencia
basada en género; proxenetismo; tráfico o comercialización de drogas". 

Creo que la solicitud de antecedentes es una medida que ayudará a reducir  los vínculos
entre trabajo sexual y delitos sexuales, especialmente en lo referido al proxenetismo. 

Los Arts. 18, 19 y 20  surgen como interesantes normas restrictivas del trabajo sexual



heterónomo  o  en  relación  de  dependencia.  Expresan  la  voluntad  del  legislador  de
distinguir claramente entre el trabajo sexual autónomo y otras expresiones que podrían
estar  revelando  relaciones  de  dependencia  o  proxenetismo.  El  Art.  20  sin  embargo,
parece  impedir  el  arriendo  de  uso  de  locales.  Creo  que  en  sí  mismo el  arriendo  no
constituye delito alguno; de hecho el Art. 22 luego lo habilita. Creo que es un tema de
redacción que deberá corregirse. 

El  Art.  21  señala  que  el  trabajo  sexual  se  podrá  ejercer  de  formas  independiente  u
asociativa, mencionando la posibilidad de constituir cooperativas. Si bien creemos que es
una afirmación testimonial  (la LGC es clara en el sentido que cualquier actividad legal
puede ser cooperativizada) también la consideramos bienvenida. 

Los faltantes

Más  allá  de  sus  logros,  veamos en  este  apartado  algunos  aspectos  que  creo  están
faltando  en  el  Proyecto.  Creo  en  primer  lugar,  que  se  trata  de  una  propuesta  de
modificación que continúa pensando al trabajo sexual de forma clásica, esto es, como el
ejercicio de la prostitución básicamente en locales. Con esta mirada dejamos de lado dos
campos en los que  no hay propuestas:  por  un lado todas  las expresiones de trabajo
sexual que no implican prostitución (pornografía, actuación en clubes eróticos, cibersexo,
etc). Por otro lado aquellas dimensiones de contacto que comienzan en plataformas y se
plasman  luego  en  encuentros  presenciales.  Es  un  dato  de  la  realidad  que  muchas
personas están trabajando en sus apartamentos y el Proyecto no parece decir nada al
respecto6.

En  otro  plano,  la  Ley  podría  también  trabajar  en  la  limitación  del  mercado  del  sexo
propiciando campañas contra la trata y el proxenetismo, e instalando políticas de inserción
o reinserción  sociolaboral. Esto último parece ser competencia de la Comisión, pero de lo
primero no hay ni una mención. 

Desde el punto de vista de la salud, se podría solicitar a los usuarios de prostibulos la
obligatoriedad de presentar carné de salud al ingresar a los locales. O hacer obligatorio el
uso de preservativo en todos los actos sexuales. 

Un último asunto:  no me queda claro si se seguirá permitiendo la prostitución callejera o
se  deja  a criterio  de  cada  gobierno  local.  Desde  mi  punto  de  vista,  se  trata  de  una
expresión violatoria en términos de CYMAT. Para avanzar en términos de trabajo decente,
se debería prohibir el trabajo sexual en las calles.

Recordemos con Rosa Cobo, que la prostitución es un fenómeno social anclado en las
estructuras simbólicas y materiales de nuestras sociedades, caracterizadas entre otros,
por asuntos como el  patriarcalismo, el  mercantilismo, individualismo, etc. Una Ley que
haga referencia a este tema por lo tanto debe abrir la oportunidad para desentrañar
esas  estructuras y  tratar  de  influirlas  en  aras  de  un  determinado  tipo  de  sociedad.
Observo en el texto presentado algunas interesantes propuestas y sobre todo mensajes,
que vale la pena analizar. ¿Es este texto mejor  que el  gestado veinte años atrás? Si
¿Podría ser mejorado? Si. ¿En qué sentido podrían incorporarse mejoras? Creo que en el
sentido de avanzar hacia un paradigma que no naturalice el trabajo sexual pero al mismo
tiempo  de  cuenta  de  la  realidad.  A Karina  Nuñez  le  he  sentido  hablar  de  su  visión

6 Este no es un dato menor, pues algunas legislaciones reglamentaristas justamente prohiben o regulan
fuertemente el uso de las viviendas privadas para el comercio sexual. 



“reduccionista”. Pues bien, regular un mercado con ánimo de reducir su impacto no es
algo atípico (pensemos en el  mercado del  tabaco, por ejemplo) y podría tener sentido
para un país como el nuestro. 

*** ***


